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El establecimiento del Incidente de Impacto Fiscal respetó el principio de identidad flexible que se exige de toda modificación introducida a un proyecto de ley o de acto legislativo  en el curso de los debates parlamentarios 
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1.        Norma acusada
ACTO LEGISLATIVO 3 DE 2011
(julio 1º)
Por el cual se establece el principio de la sostenibilidad fiscal
ARTÍCULO 1o. El artículo 334 de la Constitución Política quedará así:
La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 
El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 
La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro de sus competencias, en un marco de colaboración armónica. 
El Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrán solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se oirán las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias de la sentencia en las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se decidirá si procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso se afectará el núcleo esencial de los derechos fundamentales. 
PARÁGRAFO. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar Los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva. 
ARTÍCULO 2o. El primer inciso del artículo 339 de la Constitución Política quedará así: 
Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal. 
ARTÍCULO 3o. El primer inciso del artículo 346 de la Constitución Política quedará así: 
El Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones, que será presentado al Congreso dentro de los primeros diez días de cada legislatura. El presupuesto de rentas y ley de apropiaciones deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponder al Plan Nacional de Desarrollo.
ARTÍCULO 4o. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de su promulgación.
 
2.        Decisión
Declarar EXEQUIBLE el inciso cuarto del artículo 1 del Acto Legislativo 03 de 2011, por el cargo analizado.
 
3.        Síntesis de los fundamentos
Le correspondió a la Corte Constitucional en esta oportunidad, determinar si la previsión de un Incidente de Impacto Fiscal frente a sentencias de las máximas corporaciones judiciales, desconoció el principio de identidad flexible que se exige de las modificaciones que se introduzcan a un proyecto de ley o de acto legislativo.
Para tal efecto, la Corte constató que desde la exposición de motivos del proyecto de acto legislativo No. 16/10 Cámara y 19/10 Senado, “por el cual se establece el derecho a la sostenibilidad fiscal para alcanzar los fines del Estado social de derecho” que el Gobierno presentó, existió una constante preocupación sobre el impacto de las decisiones judiciales en la realización de la sostenibilidad fiscal. El debate sobre el papel de los jueces continuó a lo largo de los ocho debates, pero tuvo un giro significativo y sustancial cuando la sostenibilidad fiscal no fue categorizada ni como derecho ni como principio y enfatizó en que no podía ser un criterio a tener en cuenta por los jueces para interpretar y definir el alcance de los derechos fundamentales. En ese contexto, fue que se introdujo el incidente censurado, como una herramienta dirigida a invitar a los jueces a decisiones con la sostenibilidad fiscal del país, entendida como un balance de las finanzas que permita al Estado en el mediano y corto plazo, continuar cumpliendo con las obligaciones en desarrollo de la cláusula del Estado social de derecho, especialmente, la realización de los derechos –en sus dimensiones de libertad y prestacional-. Dicho incidente constituye un procedimiento establecido como consecuencia de las deliberaciones surtidas en el Congreso de la República para establecer un espacio de diálogo y concertación entre el Gobierno, la Procuraduría General de la Nación y las altas cortes sobre el impacto de los efectos de las decisiones judiciales en la sostenibilidad fiscal del país. Es decir, que el incidente de impacto fiscal fue una figura introducida en la segunda vuelta por el constituyente, como una respuesta concreta frente a la preocupación evidenciada en los debates acerca de  los efectos de las decisiones judiciales en las finanzas públicas, sin que implique un desconocimiento del principio de identidad flexible, puesto que constituye una manifestación del mandato de colaboración armónica entre los órganos del Estado contenido del artículo 113 de la Constitución Política, con el propósito de realizar los fines del Estado, entre ellos, el de sostenibilidad fiscal que debe orientar a todas las ramas y órganos del poder público, sin desconocer la primacía de los derechos fundamentales y la autonomía e independencia judicial, pues solo se trata de un criterio que el juez debe tomar en consideración al momento de tomar una decisión. 
Por lo expuesto, la Corte declaró exequible el inciso cuarto del artículo 1º del Acto Legislativo 3 de 2011, por no desconocer el principio de identidad flexible que se exige de toda modificación que se introduzca a un proyecto de ley o acto legislativo en el curso de los debates parlamentarios. 
